
CON PUNTO DE ACUERDO, RELATIVO AL MALTRATO DE MUJER ES EN LAS SALAS DE PARTO, 
A CARGO DE RICARDO MONREAL ÁVILA Y SUSCRITA POR RIC ARDO MEJÍA BERDEJA, 
DIPUTADOS DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIU DADANO 

Ricardo Monreal Ávila y Ricardo Mejía Berdeja integrantes de la LXII Legislatura del Congreso de la Unión y del 
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6, fracción I y 
79, numeral 2, fracción II del Reglamento de la Cámara de Diputados, presentan ante esta honorable asamblea, el 
siguiente punto de acuerdo al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

En nuestro país existe un gran problema de discriminación para las mujeres en todos los ámbitos: social, familiar, 
laboral, e incluso en cuanto al acceso a los servicios de salud. Conductas que devienen, muy probablemente, a 
consecuencia de nuestro legado histórico y cultural, pero que indiscutiblemente, hoy por hoy, resultan por decir lo 
menos, inaceptables. 

Uno de los medios más usuales para materializar la discriminación en contra de la mujer es la violencia, la cual 
como sabemos puede ser de distintos tipos como psicológica, física, patrimonial, económica o sexual. 

Un nuevo tipo de violencia que ha quedado al descubierto es la de tipo obstétrica que específicamente consiste en 
la violación a los derechos humanos y reproductivos de las mujeres, incluyendo los derechos a la igualdad, a la no 
discriminación, a la información, a la integridad, a la salud y a la autonomía reproductiva. 

Ésta se genera en el ámbito de la atención del embarazo, parto y puerperio en los servicios de salud tanto públicos 
como privados y es producto de un entramado multifactorial en donde confluyen la violencia institucional y la de 
género. 

Los abusos que sufren las mujeres embarazadas, durante la atención institucional del parto, la violación a los 
derechos fundamentales y reproductivos van desde regaños, burlas, insultos, humillaciones, así como alusiones a su 
vida sexual; éstas son algunas de las prácticas que llevan a cabo médicos, enfermeras y auxiliares de los servicios 
de salud, tanto hombres y mujeres por igual. 

Desde el momento que ingresan a la sala de labor de parto las mujeres reciben una serie de mensajes que las 
instruyen a someterse a las órdenes de los médicos, por lo que no son consultadas o informadas sobre las 
decisiones que se van tomando durante el trabajo de parto, aplazamiento de la atención médica como si el manejo 
del dolor fuera una especie de castigo sin el más mínimo respeto a su dignidad humana. 

Según datos del Instituto Nacional de Salud Pública, de conformidad con una encuesta realizada respecto de los 
abusos que ocurren en las salas de maternidad, se encontró que un 29 por cierto de las 512 mujeres entrevistadas 
fueron objeto de algún tipo de agresión durante el alumbramiento de sus hijos, de índole verbal y alusivos a su vida 
erótica y sexual. 

Así también, un estudio del Centro Regional de Investigaciones Multidisciplinarias (CRIM) de la Universidad 
Nacional Autónoma de México revelo que entre 2000 y 2012, la Comisión Nacional de Arbitraje Médico conoció 
un total de 2 mil 877 quejas en el área de gineco-obstetricia, hecho que colocó a esta especialidad con el mayor 
número de demandas. 

El desinterés y el trato impersonal cargado de violencia en contra de las pacientes embarazadas pueden derivar en 
consecuencias irreparables; recordemos los emblemáticos casos de dos mujeres que a finales del año pasado, 
pusieron en evidencia la decadencia del sistema de salud en el país. 

 



Irma López Aurelio, integrante de la comunidad mazateca de Oaxaca, la cual tuvo que dar a luz en una de las 
jardineras del Centro de Salud de San Felipe Jalapa de Díaz, tras no recibir atención por supuesta falta de personal 
médico que pudiera atenderla. Así como Susana Hernández González, indígena tzotzil la cual ingreso a labor de 
parto en hospital de la Mujer de San Cristóbal, en Chiapas, horas después solo se les notifico a los familiares que 
había tenido que ser sometida a una cesárea con éxito, pero más tarde sin mayor explicación fue declarada muerta. 

La violencia que viven día con día las mujeres en las clínicas va más allá de ser un problema ético y debe de ser 
evaluado desde el campo de lo social y por ningún motivo debe tratar de minimizarse. 

Derivado de lo anterior, someto a consideración de esta honorable soberanía el siguiente 

Punto de Acuerdo 

Primero. Se exhorta a la titular del Instituto Nacional de las Mujeres (Inmujeres) Lorena Cruz Sánchez, para que 
en el ámbito de su competencia investigue sobre la existencia de tratos crueles, inhumanos y degradantes en contra 
de las mujeres al momento de encontrarse en labor de parto en los hospitales públicos y privados del país, e 
implemente las acciones pertinentes a fin de erradicar este tipo de prácticas. 

Segundo. Se exhorta a la titular de la Secretaria de Salud, Mercedes Juan López, para que en el ámbito de su 
competencia investigue sobre la existencia de tratos crueles, inhumanos y degradantes en contra de las mujeres al 
momento de encontrarse en labor de parto en todos los centros de salud del país, e implemente las acciones 
pertinentes a fin de erradicar este tipo de prácticas. 

Tercero. Se exhorta al titular del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), José Antonio González Anaya para 
que en el ámbito de su competencia investigue sobre la existencia de tratos crueles, inhumanos y degradantes en 
contra de las mujeres al momento de encontrarse en labor de parto en todos los hospitales dependientes del 
Instituto en el país, e implemente las acciones pertinentes a fin de erradicar este tipo de prácticas. 

Cuarto. Se exhorta al titular del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 
(ISSSTE), Sebastián Lerdo de Tejada para que en el ámbito de su competencia investigue sobre la existencia de 
tratos crueles, inhumanos y degradantes en contra de las mujeres al momento de encontrarse en labor de parto en 
todos los hospitales dependientes del Instituto en el país, e implemente las acciones pertinentes a fin de erradicar 
este tipo de prácticas. 

Quinto. Se exhorta al titular de la Comisión Nacional de Derechos Humanos para que en el ámbito de su 
competencia investigue sobre hechos violatorios de los derechos humanos así como la existencia de tratos crueles, 
inhumanos y degradantes en contra de las mujeres al momento de encontrarse en labor de parto en los hospitales 
públicos y privados del país, e implemente las acciones pertinentes a fin de erradicar este tipo de prácticas. 

Dado en el Palacio Legislativo, a los 11 días del mes de marzo de 2014. 

(Rúbrica) 
 


